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  TEMA DEL MES 
“ACUERDO POR CHILE”: UNA NUEVA OPORTUNIDAD 

▪ “Acuerdo por Chile” 
Tras casi 100 días de negociación, las fuerzas políticas del oficialismo, el centro y la centro derecha, 
arribaron a un acuerdo constitucional denominado “Acuerdo por Chile” con el propósito de dar curso a un 
nuevo proceso constitucional, esta vez con características distintas al fracasado proceso constitucional de 
2021-2022, rechazado por un 62% de la ciudadanía el pasado 4 de septiembre.   

Sin duda, el “Acuerdo por Chile” recoge los aires de moderación presentes en Chile tras el triunfo del 
Rechazo en el plebiscito constitucional. Según la última encuesta Cadem1, el 51% de los encuestados 
aprueba este nuevo mecanismo para proponer una nueva Constitución. Dicha aprobación es mayor entre 
quienes se identifican con la derecha (64%), el centro (65%) y entre quienes votaron Rechazo en el 
plebiscito de salida (59%). En ese sentido, se destaca la capacidad negociadora de las fuerzas ligadas al 
rechazo de la fenecida propuesta constitucional, quienes empujaron un acuerdo equilibrado, distinto al de 
noviembre de 2019, con un cuerpo constitucional de naturaleza mixta conformado por un Comité Técnico 
de Admisibilidad, un Consejo Constitucional Electo de 50 escaños y una Comisión Experta elegida por el 
Congreso, con bordes, es decir, sin hoja en blanco. En ese sentido, los 12 bordes acordados, pese a que 
algunos de ellos parecen ser amplios e interpretables, recogen puntos críticos de la propuesta 
constitucional plebiscitada en septiembre, como la noción de Estado unitario, la consagración del 
terrorismo como contrario a los derechos humanos, la división de poderes del Estado, la existencia de un 
Poder Legislativo bicameral, la consagración de órganos autónomos como el Banco Central, derecho de 
propiedad, libertad de conciencia y enseñanza, el principio de responsabilidad fiscal y la provisión de 
derechos sociales a través de instituciones estatales y privadas, entre otros.  
 
Es así, como el mecanismo adoptado por las fuerzas políticas implica necesariamente un abandono de las 
aspiraciones de la coalición oficialista, plasmadas en la propuesta constitucional de la Convención, y que 
mantuvo el programa de gobierno en stand by al comprometer su implementación a la aprobación de 
dicha propuesta. Declaraciones del oficialismo hacen patente este revés en sus aspiraciones, el alcalde 
Daniel Jadue aseguró en Twitter que “persisten los fantasmas de la democracia tutelada y la medida de 
los posible. Faltó coraje y convicción”, y que, a pesar de no ser la propuesta del Partido Comunista, 
disputarían los espacios a través del mecanismo acordado. Situación similar planteó, la senadora Claudia 
Pascual, quien aseguró: “Este acuerdo no es lo que a mí me hubiese gustado, lo digo francamente, pero es 
el acuerdo que se pudo lograr para habilitar un nuevo proceso que nos permite modificar la nueva 
Constitución y no con los peligros reales de que empiecen ahora propuestas muy contradictorias entre sí 
para modificar la actual Constitución”. La última encuesta Cadem muestra que la proporción de quienes 
rechazan el “Acuerdo por Chile”, es mayor en la izquierda (57%), entre quienes votaron apruebo (53%) y 
entre quienes se sitúan mayoritariamente en el segmento 18-34 años (51%). 

▪ Riesgos 
Tras la firma del acuerdo y el descontento de sectores del oficialismo, surgieron declaraciones como la 
publicada por la diputada Claudia Mix de Comunes, donde aseguraban estar a disposición “como 
parlamentarias y como partido a disputar y mejorar lo que sea necesario para que el proceso tenga como 
protagonistas a la ciudadanía”. Frente a esto, es importante y necesario que el proceso respete lo 
acordado por los 14 partidos que suscribieron el acuerdo y los tres movimientos en formación, sin 
alteraciones como las que se produjeron tras la firma del Acuerdo por la Paz y la Nueva Constitución de 

 
1 Encuesta Plaza Pública Cadem. Tercera semana de diciembre.  
https://cadem.cl/wp-content/uploads/2022/12/Track-PP-466-Diciembre-S3-VF.pdf 

https://cadem.cl/wp-content/uploads/2022/12/Track-PP-466-Diciembre-S3-VF.pdf
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noviembre de 2019, donde fueron incorporadas disposiciones que tuvieron una incidencia profunda y 
negativa sobre el mismo: listas de independientes, escaños reservados y paridad de género. La última 
declaración del Presidente Boric en radio Sonar debiera hacer eco en los partidos oficialistas de respetar 
el acuerdo y las bases suscritas en él: “cuando se llegan acuerdos de estas características que son frágiles 
y requieren de honrar la palabra empeñada para que puedan salir adelante, entonces una vez arribado al 
acuerdo me parece que no ha lugar tratar de modificar la esencia del mismo”.   
 

▪ Cambio de paradigma 
El triunfo del Rechazo y el "Acuerdo por Chile” mostraron la fuerza de la moderación. Es un baño de 
humildad para los políticos emergentes y el Gobierno de Gabriel Boric para entender que los procesos son 
más complejos, que implican una lógica distinta, basada en los acuerdos, en la persuasión y negociación, 
no solo hacia el electorado, sino al resto de los actores políticos. Aquellos que lo entienden como un 
retroceso, deben considerar que disputar sus ideales y cambios políticos a través de la lógica de acuerdos 
puede derivar en el beneficio de impulsar, a través de los mecanismos democráticos, el modelo político 
que ellos quieren para Chile. Sin ir más lejos, si todo el proceso continúa como lo acordado y se deriva en 
una propuesta que haga sentido a la ciudadanía, una futura Constitución llevará la firma de Gabriel Boric. 
 

▪ Fiscal Nacional 
Esta semana el gobierno obtiene su segunda derrota frente al nombramiento del fiscal nacional. La 
institucionalidad vigente considera que en este nombramiento deben participar los tres poderes del 
Estado. El Poder Judicial llamando a concurso público y proponiendo una quina al Presidente de la 
República; el Presidente seleccionando un nombre y proponiéndoselo al Senado, el que por un quorum 
de 2/3 debe nombrarlo. Este sistema responde al interés de que la máxima autoridad del Ministerio 
Público sea nombrada por sus méritos y no por cercanía a una autoridad en específico y así llegue al cargo 
contando con la máxima confianza al momento de encabezar al órgano persecutor del sistema de 
seguridad pública. Este proceso de nombramiento se realiza frente a un fuerte cuestionamiento del 
desempeño del Ministerio Público y muy especialmente a la gestión del ex fiscal nacional Jorge Abott.  
 
Frente a este fallido nombramiento, se han levantado voces en el sentido de modificar la institucionalidad 
vigente, eliminando, según algunos, la participación del Senado en dicho nombramiento o según otros, 
entregándole la responsabilidad de la selección de los candidatos al Consejo de Alta Dirección Pública y la 
selección al Presidente de la República. 
 
Adelantar cambios al sistema de nombramiento, antes de hacer un objetivo diagnóstico de los problemas 
que ha tenido esta nominación, no parece muy adecuado. Antes debiera analizarse si el Gobierno definió 
un perfil óptimo del cargo pensando en el momento que vive la institución, luego si las características de 
los dos candidatos priorizados por el Gobierno respondían al perfil buscado y, finalmente, evaluar la 
capacidad de consensuar con los distintos actores que participan del proceso dichos nombres. En este 
último punto es fundamental evaluar las capacidades de negociación de las ministras de Justicia y Segpres, 
la primera, responsable política de este nombramiento, y, la segunda, encargada de la relación del 
Gobierno con el Congreso. 
 
Es de esperar que el tercer proceso de nombramiento del fiscal nacional considere el aprendizaje de los 
dos procesos fallidos. Es el Gobierno el que tiene la responsabilidad de lograr los acuerdos que permitan 
contar a la brevedad con este nombramiento.  
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CHILE BAJO LA LUPA 
LOS RIESGOS POLÍTICOS DE LA CRISIS, EL PESIMISMO Y 

LA DESCONFIANZA 
 

▪ Un segundo tiempo para el Gobierno 
El 2022 se caracterizó por ser un año donde el crimen y la seguridad fueron protagonistas de la agenda 
pública. En este escenario, factores como el aumento de la delincuencia en comparación al año anterior, 
y los récords históricos alcanzados por algunos delitos de alto impacto social, como los homicidios, las 
violaciones y los robos de vehículos2, generaron un ambiente en el cual, según la encuesta Cadem de la 
primera semana de diciembre, un 80% de los ciudadanos tiene mucha o bastante preocupación de ser 
víctima de un delito. Frente a esta realidad resulta revelador que, según el mismo estudio, los chilenos al 
ser consultados por la principal razón de por qué creen que aumentó la delincuencia, un 31% contesta que 
se debe al aumento de la inmigración (quizás motivados por las frecuentes noticias que describen la 
llegada de bandas criminales extranjeras al país, como el “Tren de Aragua”), una cifra mayor a la de otras 
opciones como la ausencia de atribuciones por parte de Carabineros (26%) o fallas en el funcionamiento 
de los tribunales y la fiscalía (22%). 
 
En una línea similar, la encuesta señalada, también reveló que un 86% de los encuestados declara estar de 
acuerdo con que en Chile existe violencia y que a esta “hay que darle mucha importancia porque amenaza 
con destruir el orden institucional”, siendo los actos terroristas en La Araucanía el tipo de hecho violento 
que más preocupación genera entre los consultados (53%). 
 
Teniendo a la vista estos antecedentes, toman mayor relevancia los resultados de la encuesta realizada en 
noviembre por Criteria que indicaba que prácticamente siete de cada 10 chilenos (68%) prefiere tener 
seguridad por sobre libertad. El mismo estudio, además, señalaba que más de uno de cada tres 
encuestados cree que, ante una situación de violencia y delincuencia generalizada, el Gobierno debiera 
tener derecho a: arrestar personas sin necesidad de una orden judicial (38%), intervenir las conversaciones 
telefónicas (35%) e intervenir medios de comunicación (35%). 
 
En cuanto al ámbito de la economía, resulta preocupante que Chile ocupe una de las últimas posiciones 
en el ranking del índice Ipsos de confianza del consumidor, indicador que evalúa distintos países (en un 
rango de 0 a 100) consultándole a los ciudadanos por sus expectativas económicas, la evaluación de la 
situación económica nacional, sus expectativas laborales y sus capacidades de inversión y ahorro. A este 
respecto, nuestro país, con un puntaje que alcanza los 37,4 puntos, se ubica por debajo del valor global 
(45,7) y de Latinoamérica (42,8), una región en la cual solo superamos a Argentina. 
 
No es de extrañar que esta evaluación negativa sobre la actualidad nacional logre traducirse en un 
pesimismo sobre el futuro del país. Según la última encuesta Pulso Ciudadano (Activa), un 54% de la 
población cree que Chile avanza en la dirección incorrecta, un 50% cree que la situación económica del 
país estará peor que hoy en un año y un 36% cree que su propia situación económica estará peor en el 
mismo plazo. A esto se suma el hecho de que, según la encuesta La Cosa Nostra, la mayoría de los 
consultados (53%) considera que la generación de sus hijos no vivirá en un mejor país que al que le tocó 
vivir a ellos. Lo anterior cobra relevancia en tanto la movilidad social no solo debe ser entendida como la 
mejora de las condiciones financieras de un individuo a lo largo de su vida, sino también como el hecho de 
que su realidad será mejor que la de sus padres y la de sus hijos mejor que la propia (movilidad 

 
2 Fuente: Sistema Táctico de Operación Policial (STOP), Carabineros. 
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intergeneracional). Según un estudio de la OCDE3, la ausencia de movilidad reduce la confianza en el 
sistema sociopolítico y fortalece los extremismos y populismos. 
 

▪ Contrastes en la legitimidad y confianza 
Decir que en Chile existe una crisis de legitimidad de las instituciones no comprende novedad alguna. Por 
años las encuestas han mostrado cómo sus cifras de aprobación han disminuido de manera constante. Sin 
embargo, llama la atención cómo algunas de estas han podido recuperar la confianza ciudadana. Es el caso 
de Carabineros y el Ejército, dos instituciones que hoy, según la encuesta Cadem, se ubican dentro de las 
mejores evaluadas del país, una categoría que comparten junto con la PDI, la Fuerza Aérea y la Armada. 
 
En esta línea, es una señal de alerta que, a ojos de la ciudadanía, aquellas instituciones encargadas de 
ejercer la fuerza del Estado, ya sea para el control del orden público o para la protección de la soberanía 
nacional, tengan una legitimidad significativamente mayor que aquellas instituciones encargadas de 
controlar y fiscalizar dicha fuerza. 
 

Gráfico 1: Evaluación de instituciones - Aprueba (%) 

 
                    Fuente: Plaza Pública Cadem, 2 diciembre 2022. 

 

▪ Reflexiones finales 
La conjunción de las crisis en materia de seguridad y economía ha generado un ambiente sumamente 
pesimista entre los chilenos quienes, a diferencia de otros momentos históricos, esta vez no han entregado 
señales de creer que exista una luz al final del túnel o una recompensa que dé sentido a la resiliencia, como 
lo sería una mejor vida para los hijos.  
 
El Gobierno, por su parte, después de nueve meses de ejercicio del poder, no ha comprendido el rol que 
tiene en cuanto a la implementación de políticas públicas que apunten a dar respuestas en las materias 
sensibles para la población. Por ejemplo, la falta de oficio mostrado por las ministras en su incapacidad de 
definir una carta aceptada por el Senado para presidir el Ministerio Público; no hacerse cargo del 
incremento del 27%  de la canasta básica de alimentos, con el consecuente aumento de la extrema pobreza 
y pobreza, y ahora, en los últimos días, la incapacidad del Gobierno para enfrentar los incendios forestales, 
con la consecuente destrucción de viviendas y recursos naturales valiosos para el país. La autoridad política 
que está cerrando este año 2022 sigue justificando su déficit, trasladando la responsabilidad al Gobierno 
anterior o a los cambios que el país debe enfrentar después de la implementación de un “modelo 
neoliberal” aplicado por 30 años que, según su juicio, le ha hecho mucho daño al país. 

 
3 “A broken social elevator? How to promote social mobility”, OCDE, 2018. 
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Todo lo expuesto anteriormente, tiene consecuencias que se reflejan, por ejemplo, en que, para hacer 
frente a estos problemas, al menos una parte considerable de la población, ha dado las primeras señales 
de estar dispuesta a permitir intrusiones o mecanismos de coerción excepcionales a las libertades 
individuales o ha dado señales de inclinarse por explicaciones reduccionistas que justifique el origen de sus 
preocupaciones (“la delincuencia es culpa de los migrantes”). 
 
Si a estos antecedentes le sumamos el hecho de que los chilenos sí confían en quienes usan la fuerza, pero 
no confían en quienes deben controlarla, podemos sostener que en nuestro país se podrían están formando 
las bases para que, en caso de no tomarse acciones, se genere una arremetida política e ideológica que se 
caracterice por circunscribir la resolución de conflictos, al aumento del control, en detrimento de la libertad, 
y se caracterice por antagonizar a algún grupo en particular de la sociedad (los migrantes, los políticos, los 
jueces, etc.). Hacerse cargo de la agenda de seguridad, migraciones, del costo de la vida y del empleo 
formal, es la prioridad del gobierno del presidente Gabriel Boric. Sin embargo, todo esto ha sido postergado 
por la obsesión de implementar un modelo de sociedad que fue claramente rechazado en el plebiscito de 
salida del 4 de septiembre. 
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ALERTA CONCEPTUAL 
VIOLENCIA ESTRUCTURAL 

 

ORÍGENES 
 
El concepto de violencia estructural fue acuñado por primera vez el año 1969 por el sociólogo noruego 
Johan Galtung en su ensayo “Violence, peace, and peace research” y se desprende de una particular forma 
en que este autor define la violencia, entendiéndose como aquellas situaciones o contextos en donde las 
personas son influidas para que su realización actual, ya sea somática o mental, sea menor a su realización 
potencial. A modo de ejemplo, si la expectativa de vida de una persona o un grupo de personas 
(realización actual) es menor a la expectativa de vida esperable para estas (realización potencial), 
entonces estaríamos, según Galtung, en presencia de algún tipo de violencia. 
 
Sin embargo, frente al desafío de poder definir lo que se entiende por realizaciones potenciales, sobre 
todo cuando estamos en el ámbito de lo mental, es que Galtung describe seis distinciones de cómo opera 
la violencia, una de las cuales -la más importante según el citado autor- es aquella que se refiere a si existió 
o no un sujeto que actuó. En el caso de que pueda identificarse un autor concreto estaríamos en presencia 
de violencia personal, en el caso contrario estaríamos, entonces, frente a violencia estructural. 
 
Bajo este esquema, la violencia estructural, que, al igual que la personal, tendría consecuencias tangibles 
en los individuos que la sufren, se encuentra integrada en la estructura y se manifiesta como 
desigualdades de poder y, consecuentemente, de oportunidades de vida. La distribución desigual de 
recursos, la desigualdad de ingresos, las diferencias en los niveles de educación entre distintos grupos 
sociales, son todos ejemplos de violencia estructural. 
 
IMPLICANCIAS 
 
Resulta significativo que Galtung en el ensayo mencionado señale: “para no sobrecargar la palabra 
violencia nos referiremos a veces a la condición de violencia estructural como injusticia social” (Galtung, 
1969). Advertencia que, precisamente, ilustra el problema de fondo que tiene el concepto, en tanto la 
definición de lo que es una injusticia social, es una definición política que dista de poder ser objetiva y 
aquello que es injusto para algunos, puede ser justo para otros. 
 
Es justamente esta imposibilidad de delimitar claramente lo que constituye violencia estructural, lo que 
ha transformado a este concepto en algo atractivo para las distintas corrientes críticas de izquierda. Al ser 
un concepto abstracto, moldeable y cuyas supuestas consecuencias están al mismo nivel de aquellas que 
ocurren producto de la violencia física, en tanto ambas son manifestaciones del mismo fenómeno, la 
violencia estructural resulta ser una herramienta perfecta para construir un marco teórico desde el cual 
se pueden justificar aquellas acciones políticas que se escapan del marco de lo legal. 
 
En este sentido, bajo el prisma de que aquello que es una injusticia social es, por consecuencia, violencia 
estructural y la violencia estructural es entendida como otra forma de violencia equiparable a la violencia 
física, se genera una secuencia lógica donde resulta razonable e incluso inevitable el surgimiento de 
reacciones violentas (barricadas, ataques, saqueos, etc.) como consecuencia a la existencia de injusticias 
(la desigualdad, la discriminación, la escasez, etc.). 
 
El filósofo esloveno Slavoj Žižek, en su colección de ensayos titulado “Sobre la Violencia”, hace referencia 
a este punto a modo de crítica hacia los liberales, a quienes acusa de participar activamente de la violencia 
estructural y, por ende, ser responsables de las explosiones de violencia física. De esta forma, Žižek insta 
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a los “izquierdistas que aún creen en una transformación social radical” a defenderse de las acusaciones 
de ser cómplices de los desórdenes y disturbios públicos indicando que, por el contrario, serían los 
liberales quienes cargan con esta responsabilidad a quienes les manifiesta: “¡No, vosotros lo habéis hecho! 
¡Éste es el verdadero resultado de vuestra política!” (Žižek, 2009). 
 
De esta línea de pensamiento se desprenden dos consecuencias negativas inmediatas. La primera de ellas 
es que cualquier posición política, por muy legítima que esta sea, puede ser acusada de fomentar la 
violencia estructural y, en consecuencia, se anula a la persona como interlocutor válido, perdiendo la 
posibilidad de confrontar ideas desde el plano intelectual, o incluso más allá, el debate puede trasladarse 
desde los mecanismos democráticos hacia la confrontación física en las calles. La segunda de ellas es que 
la violencia estructural permite eximir de su responsabilidad a todos quienes cometen un delito si es que 
el victimario en cuestión es a la vez víctima de este tipo de violencia. Si a lo anterior le sumamos que los 
difusos límites de lo que constituye violencia estructural permiten la inclusión de varios componentes 
distintos (ideología de género, feminismo, decolonialismo, marxismo, etc.), entonces todo criminal, todo 
vándalo, todo aquel que cometa un incendio, que se enfrente a las policías o destruya la propiedad privada 
y pública, puede encontrar su propia condición de víctima que justifique sus acciones, una condición que 
puede ir desde su color de piel, su género o su orientación sexual, a su religión, su ideología o su posición 
política.  
 
EN CHILE 
 
Lo descrito anteriormente lo vimos en Chile en su mayor expresión durante el estallido social, un 
fenómeno que distintos intelectuales nacionales señalaron era difícil de comprender sin entender antes 
las “múltiples formas de violencia”, dentro de las cuales se enumeraban “los abusos, vulneraciones y 
desigualdades” (Gerber, 2020). Un racionamiento a través del cual se elevó un diagnóstico, con tintes de 
mito de origen, que explicaba el surgimiento de esta crisis a partir de que “[las] largas jornadas laborales, 
sueldos bajos y precios altos, dejó de ser visto como ‘normal’ y empezó a ser denunciado como una realidad 
violenta por miles de chilenos” (Billi & Labraña, 2020). Lo anterior se resumió simbólicamente en la 
consigna, repetida como mantra, de que “no son 30 pesos, son 30 años”. 
 
Este constructo, que parte de la base de que el modelo de desarrollo chileno inherentemente posee 
injusticias sociales entendidas como violencia estructural, ha servido como justificación teórica para la 
realización de actos violentos que se disfrazan de reivindicaciones o actos de justicia. Es el caso de la 
declaración que hizo el Partido Comunista (PC), el mismo 18 de octubre del 2019, respaldando las 
evasiones masivas, calificándolas de “acciones legítimas de desobediencia civil"4, y el caso del abierto 
llamado a cortar rutas e interferir el transporte público que realizaron diversos movimientos de izquierda, 
incluyendo al mismo PC, durante las manifestaciones de aquellos días5. 

 
 
 
 
 

 

 

 

 
4 https://twitter.com/PCdeChile/status/1185260623216742402 
5 https://twitter.com/PCdeChile/status/1194216813887971328 
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